
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 12 DE SEPTIEMBRE DE 2016 RELATIVO A LA VALIDEZ COMO JUSTIFICANTES DE LOS PAGOS REALIZADOS DE LOS RECIBOS DE PAGO EFECTIVO POR IMPORTE IGUAL O SUPERIOR A LOS UMBRALES LEGALES. FISCALIZACIÓN DEL EXPEDIENTE DE SUBVENCIÓN.

Modalidad de informe: Discrepancia.

Áreas temáticas: Subvenciones. Función Interventora.

Informe vigente.
Se ha recibido en esta Intervención General escrito de discrepancia, planteada por la Unidad de Autónomos, Economía Social y Responsabilidad Social de las Empresas adscrita a la Consejería de Economía, Empleo y Hacienda (en adelante unidad gestora), en aplicación de lo dispuesto en el artículo 88.1.a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable Ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid 

La discrepancia surge como consecuencia de los informes desfavorables formulados por la Intervención Delegada en la Consejería de Economía, Empleo y Hacienda, a los expedientes de gasto remitidos por la unidad gestora a efectos de su fiscalización previa, relativos a subvenciones dirigidas a trabajadores desempleados que se den de alta como trabajadores autónomos o por cuenta propia en el régimen correspondiente de la Seguridad Social.
Se acompaña, junto al escrito de discrepancia, determinada documentación, acreditándose los siguientes:
ANTECEDENTES

1. Con fecha 2 de octubre de 2014, el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid adoptó el Acuerdo por el que se aprueban las Normas Reguladoras y establecimiento del procedimiento de concesión directa del programa de ayudas a trabajadores que se constituyan por cuenta propia o contraten a trabajadores desempleados, publicándose en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid (BOCM) el 6 de octubre de 2014.
2. El 29 de diciembre de 2014 se aprobó la Orden 32348/2014, de la Consejería de Empleo, Turismo y Cultura, por la que se declaraba que el importe de los créditos presupuestarios disponibles ascendía a 5.200.000 euros para la concesión directa, durante el año 2015, mediante tramitación anticipada, del programa de citado y se establecía tanto el plazo de presentación de solicitudes ( que abarcaba desde el día siguiente a la fecha de publicación de esta Orden en BOCM hasta el 31 de octubre de 2015), como el período subvencionable ( que comprendía desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre de 2015). Dicha orden se publicó en el BOCM el 5 de febrero de 2015.

3. El 23 de abril de 2015 se aprobó la Orden 2812/2015, por la que se amplía el gasto autorizado en la Orden 32348/2014, de 29 de diciembre.
4. En la tramitación de los expedientes derivados del Acuerdo y Ordenes citadas, en la fase contable de reconocimiento de la obligación y propuesta de pago (documento OK), los beneficiarios deben aportar la documentación acreditativa de los gastos y los pagos realizados
, para que la Administración pueda abonar el importe concedido, previa fiscalización favorable del expediente.
5. Entre la documentación acreditativa de los pagos realizados, los beneficiarios, han aportado documentos que demuestran fehacientemente que se han realizado pagos en efectivo por importes iguales o superiores a 2.500 euros.

La unidad gestora considera que dichos justificantes son válidos y que no hay impedimento legal a la tramitación de los expedientes afectados. Siendo así, propone el pago de las subvenciones una vez presentada la documentación justificativa para el abono de la subvención y comprobado el efectivo cumplimiento de lo establecido en el Acuerdo de 2 de octubre de 2014 del Consejo de Gobierno.

Mientras que, por su parte, la Intervención Delegada, dado que existe una limitación legal a los pagos en efectivo en aquellas operaciones en las que alguna de las partes actúe en calidad de empresario o profesional, informa desfavorablemente dichos expedientes, al considerar que no son justificantes de pago válidos y que los gastos que hayan sido pagados en efectivo superando los umbrales legales no podrán formar parte de los gastos subvencionables
Tras el análisis de los antecedentes remitidos a este Centro Fiscal y a fin de resolver la discrepancia planteada, esta Intervención General considera oportuno hacer las siguientes
CONSIDERACIONES
I

La cuestión que se plantea en la presente discrepancia se centra en dar respuesta a  dos cuestiones, en primer lugar si los documentos que acreditan fehacientemente que se han producido pagos en efectivo por importe igual o superior a 2.500 euros son válidos, y en segundo lugar, en el caso de que sean válidos, si dichos documentos pueden ser utilizados en la tramitación de subvenciones como documentos acreditativos de los pagos realizados por los beneficiarios.
Para decidir sobre estas dos cuestiones, es necesario analizar en primer término, el objeto y el contenido de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de aplicación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude fiscal (BOE de 30 de octubre) (en adelante Ley 7/2012, de 29 de octubre).

La aprobación de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, formaba parte de un conjunto de medidas que tenían como propósito fundamental  controlar la economía sumergida
.

A través de la Ley 7/2012, se incorporaron preceptos de intensidad muy variada y naturaleza diversa, con el común objetivo de facilitar la lucha contra el fraude fiscal. La pluralidad de las medidas integradas, se recoge ya en su rúbrica, en la que se habla, no sólo de medidas tributarias, sino también de otras de carácter presupuestario y financiero
. 
Como ejemplo de estas disposiciones de carácter financiero nos encontramos con la articulada en el artículo 7, que no tiene naturaleza tributaria, sino estrictamente financiera.

El artículo 7 de la Ley 7/2012 introduce un nuevo tipo infractor en su apartado Uno. 1, al establecer que no podrán efectuarse pagos en efectivo en cualquier operación, cuando una de las partes sea empresario o profesional y la cuantía del pago supere unos determinados umbrales, en moneda nacional o extranjera. 

Pero esta novedad legislativa no implica la existencia de una nueva infracción tributaria, vinculada al régimen de las infracciones y sanciones tributarias regulado en los artículos 178 y siguientes de la norma básica de nuestro Ordenamiento Tributario, Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT), sino que se trata de introducir una nueva infracción administrativa de carácter financiero que, en el fondo, trata de prohibir los pagos entre empresarios o profesionales o entre particulares y un empresario o profesional cuando se realicen en efectivo y superen unos determinados umbrales.

El análisis detallado del alcance de las previsiones contenidas en el citado artículo 7, es el que nos permitirá dar respuesta a las dos cuestiones planteadas en la presente discrepancia.
II
El examen de la validez de los documentos acreditativos de la realización de pagos en efectivo por importes superiores a los umbrales legales fijados por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, exige analizar los siguientes aspectos:
1. En primer lugar, resulta conveniente indicar que con arreglo a la normativa vigente en materia de facturación se pueden emitir facturas por cualquier importe.
Ni el reglamento de facturación (Real Decreto 1619/2012, 30 noviembre, por el que aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación) ni la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante LGT), ni la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante LIVA), ni ninguna otra norma aplicable contiene en la actualidad referencia alguna respecto a la existencia de un importe máximo a consignar en una factura.

En este sentido, a efectos de importes, el único aspecto destacable en el ámbito de la facturación,  es que ya no existen los antiguamente denominados tiques, sino que solo se pueden emitir facturas, ya sean éstas normales o simplificadas
 (con un contenido mínimo obligatorio inferior al que se exige a la factura completa, pero superior al que se exigía a los tiques), siendo cualquiera de los dos documentos  válidos  para justificar operaciones siempre que contengan los datos exigidos para cada caso
.

Por tanto, a efectos de tramitación de subvenciones en cualquiera de sus fases, si en la expedición y tramitación de las facturas se da cumplimiento al reglamento de facturación y a las normas aplicables en cada caso concreto en materia contable, tributaria, de contratos, de subvenciones, etc., dichas  facturas son completamente válidas, y como tales deben ser aceptadas.
2. En segundo lugar, se debe determinar si es posible abonar en efectivo facturas cuyo importe sea igual o superior a 2.500 euros.

Para responder a esta cuestión debemos remitirnos al artículo 7.Uno.1
 de la Ley 7/2012, de 29 de octubre. Dicho precepto establece la limitación de pagos en efectivo respecto de determinadas operaciones.

Si bien con  esta legislación se incorpora a nuestro derecho financiero una limitación a los pagos en efectivo en determinadas circunstancias, sin embargo  no se trata de una prohibición genérica, puesto que no afecta a las operaciones entre particulares, que sí pueden seguir abonando pagos en efectivo sin ningún tipo de restricción.

Se trata, por lo tanto,  de una limitación que solo afectará a aquellas operaciones en las que una de las partes intervinientes actúe en calidad de empresario o profesional, en cuyo caso quedan sometidas a la prohibición de pago en efectivo siempre y cuando el importe de la operación sea igual o superior a 2.500 euros. Este umbral se elevará hasta los 15.000 euros o su contravalor en moneda extranjera cuando el pagador sea una persona física que justifique que no tiene su domicilio fiscal en España y no actúe en calidad de empresario o profesional.
Esta regulación de la prohibición de pagos en efectivo afecta directamente a multitud de transacciones comerciales, como son las compras y ventas de bienes mueble e inmuebles, alquileres de inmuebles, préstamos reconocimientos de deuda entre empresas o profesionales, suministros de toda clase de bienes y servicios, cualquier tipo de servicios profesionales, ejecución de obras, etc…. cualquiera que sea la forma en que se documenten dichas operaciones; facturas, recibos, escrituras públicas, pólizas, contratos o cualquier documento privado.

En consonancia con lo anteriormente expuesto, se puede concluir que no es posible abonar en efectivo una factura por importe igual o superior a 2.500 euros (o 15.000 euros según los casos) si una de las partes actúa como profesional.
3. En tercer lugar, resulta necesario delimitar el concepto de  “pago en efectivo”.
El artículo 7.uno.3 de la Ley 7/2012 se remite al artículo 34.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril (RCL 2010, 1175), de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo para definir medios de pago en efectivo, que serán los siguientes:

•
Efectivo en moneda o billetes, nacionales o extranjeros.

•
Cheques bancarios al portador en cualquier moneda.

•
Cualquier otro medio de pago físico, incluidos el electrónico, concebido para ser utilizado como medio de pago al portador.

Por lo tanto, el alcance de los pagos en efectivo se extiende más allá de las tradicionales monedas y billetes, ya que incluye también los cheques bancarios al portador y cualquier otro medio de pago físico en el que no quede claro el origen y destino de los fondos como los titulares. Un ejemplo de pago efectivo serían  las tarjeta prepago, también conocidas como tarjeta monedero, que exigen ingresar previamente  el importe que se va a abonar con ellas, constituyendo ese dinero el máximo que se va a consumir.

Sin embargo, conforme al artículo 7.uno.5 de la ley 7/2012, se exceptúa de la  limitación y no resulta aplicable cuando se trate de operaciones entre entidades de crédito, concepto que nos remite a las entidades sometidas, de un modo u otro, a la tutela del Banco de España, es decir, las entidades bancarias y asimiladas, caso de los denominados "establecimientos financieros de crédito". Así por ejemplo, es ajustado a derecho pagar una operación, en la que alguna de las partes actúe en calidad de empresario o profesional, de una cantidad superior al umbral, realizando un ingreso en efectivo en una cuenta corriente, identificando las partes intervinientes y el objeto de la operación. También es legal realizar pagos a través de otras modalidades de cheque siempre y cuando  no sean al portador.
4. Otra cuestión a resolver es delimitar el período temporal al cual se refiere el límite de los 2.500 euros por operación, porque bastaría con fraccionar en diversos pagos y a lo largo de un tiempo determinado el volumen de las operaciones, para eludir la limitación, por ejemplo, realizando pagos por 2.499 euros durante 12 meses.

Este problema ya es advertido por la Ley 7/2012 en la propia Exposición de Motivos, VI, sexto párrafo, último inciso, cuyo literal reza: "(...) Asimismo, se contempla expresamente una regla contra el fraccionamiento de operaciones a efectos del cálculo del límite legalmente establecido.".
El artículo 7.Uno.2 de la Ley 7/2012 afirma que habrán de acumularse todos los pagos realizados con cada entrega de bienes o prestaciones de servicio. Para determinar qué se entiende por entrega de bienes será necesario remitirse a los conceptos desarrollados por la LIVA, en este supuesto en concreto a las dos modalidades clásicas del hecho imponible. De forma que, por cada entrega o prestación, se fraccione ésta o no, se pague a plazos o inmediatamente, se deberían sumar todos los pagos efectuados en contraprestación de la misma y si, sumados, superan los 2.500 euros, entraría en vigor la limitación. 
5. En quinto lugar debemos establecer cuáles es la sanción correspondiente por realizar un pago en efectivo por importe igual o superior a 2.500 euros, en las que al menos una de las partes actúa en calidad de empresario o profesional.
Según el artículo 7 de la citada Ley 7/2012, la infracción administrativa perseguible, consiste en el incumplimiento de los umbrales fijados para el pago en efectivo, bastando con que el volumen de la transacción supere en 1 euro tal cifra.

En ese caso se produce una infracción administrativa grave,  artículo 7.Dos.1 y 3 de la Ley 7/2012.

La sanción correspondiente consistirá según el artículo 7.Dos.5 de la Ley 7/2012 únicamente en una sanción pecuniaria proporcional del 25% de la cuantía pagada en efectivo. Cuantía que no puede ser reducida en ningún caso, ni siquiera por pronto pago, porque no se prevé dicha reducción.

No se trata en ningún caso de una infracción tributaria, ya que no se trata de una medida de naturaleza tributaria, sino estrictamente financiera
.

Por lo tanto, dicha infracción y su correspondiente sanción, conforme al artículo 7.tres.1, se rigen por las normas generales del Derecho Administrativo
, concretamente la Ley 30/1992, derogada por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común).

En su calidad de infracción administrativa ha de cumplir con los principios generales del orden sancionador penal, como así reitera constantemente la doctrina del Tribunal Constitucional. Por tanto, la infracción no debería ser objetiva, sino que se hace necesario probar la culpa, dolo o negligencia del sujeto infractor. 

A los efectos de comprobar el cumplimiento de la regla establecida en el artículo 7.uno.4. de la Ley 7/2012 los intervinientes
 deben conservar los justificantes durante un plazo de cinco años, pudiendo ser solicitados tales "justificantes"
 por la Agencia Estatal de Administración Tributaria (en adelante AEAT) en cualquier momento
. Debe resaltarse que en la tramitación de la sanción financiera del art 7 de la Ley 7/2012, se invierte la carga de la prueba, puesto que serán los intervinientes en cualquier operación sujeta a límites los que deberán demostrar ante la AEAT que actuaron correctamente, y que no pagaron en efectivo, en caso contrario la AEAT podrá presumir que actuaron negligentemente y podrá imponer la sanción.
6. Determinada la naturaleza de la infracción y de la sanción debe precisarse quienes constituyen el elemento subjetivo de  infracción y sanción, y en qué órgano recae la competencia para ejercer la potestad sancionadora.
Los sujetos infractores serán los dos actores de la transacción: pagador y perceptor, que responderán solidariamente de la misma  pudiendo la AEAT actuar contra cualquiera de ellos.

La norma incluye una excepción en este ámbito, se exime de responsabilidad por la infracción, a aquella parte (por tanto, sujeto infractor) que denuncie en el plazo de los tres meses posteriores la realización del pago y su cuantía, e identifique a los actores intervinientes en la operación ante la AEAT. Se trata de modalidad de denuncia totalmente nueva, claramente diferenciada de la denuncia pública citada en el artículo 114 LGT.
La competencia para la tramitación y resolución de los procedimientos sancionadores vinculados a esta infracción recae en la AEAT
,  órgano que también será el único que pueda llevar a cabo la gestión recaudatoria de las sanciones impuestas, tanto en periodo voluntario como ejecutivo.

En consecuencia, nada tienen que manifestar las Administraciones Tributarias autonómicas o locales.  Por tanto,  la Administración de la Comunidad de Madrid carece de  competencia para tramitar el expediente e imponer la sanción, que recae únicamente en la AEAT, artículo 7.tres.2 de la Ley 7/2012.

7. Examinados los diferentes aspectos configuradores de la infracción financiera establecida por el artículo 7 de la Ley 7/2012, queda por precisar  la validez de los justificantes de pago que demuestran que dicha infracción se ha cometido
.

Respecto a este extremo se ha pronunciado expresamente la AEAT.

En la consulta número 132782, en referencia a la compatibilidad de la sanción por incumplimiento de los límites de la Ley 7/2012 y las sanciones tributarias, dice la AEAT que aquel profesional que abone en efectivo una factura de importe superior a los límites legales, sí puede deducirse el gasto y el IVA soportado, siempre que los mismos resulten deducibles y cumplan los requisitos formales para ello (documentación en factura y registro de la operación). 
Es decir, el incumplimiento de la limitación a los pagos en efectivo no impide la deducibilidad del gasto y de la cuota soportada, siempre que se cumplan los requisitos materiales y formales para ser deducible, este hecho diferencia a la Ley 7/2012 de normas similares dictadas en otros Estados
 de nuestro entorno, donde la realización de pagos en efectivo contrarios a la Ley sí puede conllevar también la no deducibilidad fiscal de los mismos para el pagador.

Así pues la AEAT no  pone en duda en ningún momento la validez ni de la factura ni del justificante del pago en efectivo, con independencia de los importes que se reflejen en dichos documentos. Validez en este caso, que opera tanto desde una perspectiva civil como tributaria, en el marco del derecho público y del derecho privado. 

Por tanto, una vez analizada la normativa este Centro Fiscal considera que los justificantes de pago en efectivo, que acrediten que se ha abonado en efectivo una cuantía superior a la fijada legalmente, a pesar de constituir un infracción administrativa y de poder ser sancionables, se reputarán documentos válidos que deben ser admitidos por las Administraciones Públicas en la tramitación de sus expedientes, sea cual sea la materia afectada (personal, convenios, contratación
,  subvenciones
, etc.)., con la única exigencia de que dichos recibos cumplan con los requisitos particulares exigidos por la normativa aplicable a cada caso, ya sean la Ley de Contratos del Sector Público y sus normas de desarrollo, o la Ley General de Subvenciones, o las bases reguladoras y las convocatorias de subvenciones, etc.

III

Una vez que se determina que los justificantes de pago, a pesar de infringir el artículo 7 de la Ley 7/2012, son jurídicamente válidos, se ha de determinar si  pueden ser utilizados en la tramitación de subvenciones como documentos acreditativos de los pagos realizados por los beneficiarios.

Tal como ha quedado indicado en el Considerando II, los justificantes de pago en efectivo son plenamente válidos y por tanto, salvo, previsión  expresa en contrario deben ser admitidos en la tramitación de expedientes administrativos, entre los que se encuentran las subvenciones. 

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, no contiene ninguna previsión sobre las características específicas de los justificantes de pago de los gastos efectuados por los beneficiarios. El Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones
 contiene algunas previsiones que afectan a las características de la documentación justificativa de gastos y pagos en los artículos 73 y siguientes, y no establece limitación alguna que afecte a los justificantes de pago en efectivo, en el ámbito autonómico, la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de Madrid tampoco establece ninguna limitación al respecto.
Por tanto, sólo si las bases reguladoras impiden expresamente que se empleen como documentos justificativos de gastos y pagos aquellos que demuestren que los pagos se hicieron en efectivo, podrán ser éstos rechazados en la tramitación de los expedientes de subvenciones.
En la discrepancia que nos ocupa ni el Acuerdo de 2 de octubre de 2014, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueban las Normas Reguladoras y establecimiento del procedimiento de concesión directa del programa de ayudas a trabajadores que se constituyan por cuenta propia o contraten a trabajadores desempleados; ni  la Orden 32348/2014, de 29 de diciembre; ni la Orden 2812/2015, de 23 de abril, establecen la prohibición de utilizar de justificantes  del pago en efectivo.
En dichas normas no se establece que haya que realizar el pago de ninguna forma concreta, y por tanto, el pago en efectivo para satisfacer las deudas de dinero ha de reputarse válido, con carácter general conforme a lo establecido en el artículo 1.170 del Código Civil
Por consiguiente, dada  la literalidad de la normativa aplicable
, en los expedientes afectados por la presente discrepancia sólo se puede exigir que la justificación de los pagos se realice con cualquier documento válido en Derecho. Otra interpretación más restrictiva (por ejemplo, entender como válidos únicamente los justificantes bancarios) podría conllevar a una situación de inseguridad jurídica, al establecer requisitos para el cumplimiento de la subvención que no pudieron ser conocidos, y por ello de imposible cumplimiento por el solicitante.

A tenor de lo cual, se considera  que en la tramitación de los expedientes acogidos a la normativa detallada en el primer párrafo de esta conclusión, deberán admitirse como válidos para justificar los pagos realizados, los recibos de pago en efectivo con independencia de cuál sea su importe.

IV

Finalmente se considera oportuno, dada  la naturaleza de las funciones desarrolladas por la Intervención, establecer cómo actuará su personal cuando en el ejercicio de sus funciones constate que en los expedientes sometidos a la preceptiva fiscalización se integran  justificantes de pago en efectivo por importe igual o superior a los umbrales legales.

Para resolver esta cuestión de fondo se  ha de analizar  cuáles son los efectos que produce el incumplimiento de los límites al pago en efectivo en la tramitación de una subvención, ya que no afecta a su validez. 

En este sentido la normativa vigente determina que estos pagos (que infringen los límites fijados por la Ley 7/2012) civilmente son plenamente válidos, eficaces y liberatorios de la deuda; administrativamente constituyen una infracción administrativa grave, de carácter financiero, cometida tanto por el receptor como por el pagador y son sancionables con una multa proporcional. 

En el ámbito notarial, la AEAT resolvió, a través en la consulta “132944-OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN DE AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS”, a la pregunta planteada por un Notario de “cómo y dónde puede informar a la AEAT sobre un incumplimiento de las limitaciones a los pagos en efectivo que ha detectado en el ejercicio de sus competencias”, que:

 “El artículo 7.Cinco de la Ley 7/2012 establece que cualquier autoridad o funcionario que en el ejercicio de sus competencias tenga conocimiento de algún incumplimiento de las limitaciones a los pagos en efectivo, lo debe poner inmediatamente en conocimiento de los órganos de la AEAT.

Para dicha comunicación no existe modelo normalizado, por lo que debe presentar un escrito que contenga la información necesaria sobre el citado incumplimiento (operación realizada, su importe, su fecha, la identificación de las partes intervinientes en la operación, el medio de pago utilizado, etc.) y la documentación que lo justifique. Dado que no se trata de una denuncia de una de las partes intervinientes en la operación a que se refiere el artículo 7.Dos.6 de la Ley 7/2012, no se debe utilizar el concepto de denuncia de pagos en efectivo de la página Web de la AEAT.

Dicho escrito deberá dirigirse al Delegado de la AEAT correspondiente.”
Por tanto, si bien el notario habrá intentado impedirla, pero en el caso de que no haya sido posible impedirlo, su obligación es informar a la AEAT.

Registralmente, el incumplimiento no es causa de suspensión ni de denegación de la inscripción en los registros de la propiedad, o mercantiles que proceda, sin perjuicio, de nuevo, de la obligación del registrador que compruebe que se ha cometido una infracción de informar a la AEAT.

Por analogía, parece correcto entender que  este será el modo de actuar que deben observar el resto de funcionarios, intentando impedir con la debida diligencia que estos pagos se produzcan, pero que si a pesar de ello tienen conocimiento de los mismos una vez que ya se han producido, entonces  su obligación se limita a informar inmediatamente a la AEAT,  para que este órgano proceda a sancionar, en su caso, la infracción. 

Bajo este prisma, se debe entender que cuando en la tramitación de un expediente de subvención, los funcionarios
 actuantes observen que se ha producido una infracción de la Ley 7/2012, deberán informar inmediatamente a la AEAT, y simultáneamente continuar la tramitación del expediente ya que los documentos que acreditan la realización del pago, como hemos comprobado, son completamente válidos; salvo que las bases reguladoras u otras normas aplicables con carácter específico determinen otra cosa.

Así pues, cuando en la tramitación de un expediente, un funcionario (ya sea de la Comunidad de Madrid o de cualquier otra Administración Pública) tenga conocimiento de que se ha producido un pago en efectivo que infringe la Ley 7/2012 debe ponerlo en conocimiento de la AEAT inmediatamente, para que sea ésta quien proceda, sancionando o no a los afectados. Pero la tramitación de los expedientes debe seguir su curso normal.

La AEAT expresamente ratifica esta actuación en la consulta número 132944, que dice: “para dicha comunicación no existe modelo normalizado, por lo que debe presentar un escrito que contenga la información necesaria sobre el citado incumplimiento (operación realizada, su importe, su fecha, la identificación de las partes intervinientes en la operación, el medio de pago utilizado, etc.) y la documentación que lo justifique. Dado que no se trata de una denuncia de una de las partes intervinientes en la operación a que se refiere el artículo 7.Dos.6 de la Ley 7/2012, no se debe utilizar el concepto de denuncia de pagos en efectivo de la página Web de la AEAT.

Dicho escrito deberá dirigirse al Delegado de la AEAT correspondiente”.

Desde la perspectiva de la Intervención, conforme a la normativa vigente cuando los expedientes se remitan para su fiscalización a la Intervención deberán estar completos, concretamente el artículo 14.1 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, establece que “El órgano gestor o autoridad responsable remitirá a la Intervención el expediente original completo, una vez reunidos todos los justificantes y emitidos los informes preceptivos cuando esté en disposición de que se dicte acuerdo por quien corresponda y previamente a la adopción de éste.”
Por su parte el artículo 15.3  del citado Decreto establece que “Si se observara la omisión de requisitos o trámites no esenciales, se fiscalizará de conformidad, y se harán constar por escrito los defectos observados. En este caso el gestor, en el plazo de diez días, deberá subsanar los defectos apreciados y la eficacia de la fiscalización quedará condicionada a dicha subsanación, previa a la aprobación del expediente. Igualmente deberá dar cuenta a la Intervención, dentro del mismo plazo, de las actuaciones realizadas para la subsanación de los defectos, quien emitirá informe haciendo constar si se consideran cumplimentadas las prescripciones formuladas.”
Del tenor literal de los preceptos transcritos se deduce la necesidad de remitir a la Intervención el "expediente original completo", con independencia del soporte, papel o electrónico, en el que esté formalizada la documentación que lo integra o del tipo de expediente de que se trate (contratos, subvenciones, convenios,…) para poder proceder a su fiscalización previa favorable; ya que en caso de observarse la omisión de trámites esenciales se podrá reparar el mismo, y si se observase la omisión de trámites no esenciales se observará por escrito cuáles son los defectos de que adolece. 
Este concepto de “expediente completo” debe necesariamente englobar toda aquella documentación que la legislación aplicable en cada caso establezca. 
En materia de subvenciones nos encontraríamos con la normativa especial, entre otras la Ley 38/2003, 17 de noviembre, General de Subvenciones; la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de Madrid; las bases reguladoras y la convocatoria de la subvención; y la normativa de alcance general, como pueden ser el Reglamento de facturación, la LIVA o la Ley 7/2012.

Como ya se estableció en los considerandos anteriores, los justificantes de pago que excedan los umbrales han de ser aceptados como justificantes en la tramitación de subvenciones, salvo norma específica en contrario, pero constituyen una infracción que necesariamente debe ser puesta en conocimiento de la AEAT por los funcionarios que la observen. 
Esta obligación, en el caso de subvenciones recae en el personal de las unidades gestoras que realicen la tramitación de las distintas fases de la subvención, pues son aquellos que tienen acceso tanto a todos los expedientes como a la totalidad de la documentación aportada por los solicitantes. Estas unidades, que son las encargadas de llevar a cabo la sucesivas fases de instrucción, de concesión y de propuesta de pago, deberán informar de la existencia de infracciones en materia de pagos en efectivo a la AEAT tan pronto como observen que se han producido, con independencia que esa documentación sea aportada por un beneficiario o por un solicitante que no acceda a la subvención.

Siendo así, cuando en cualquier expediente remitido a la Intervención haya documentos que acrediten que se produjeron pagos en efectivo constitutivos de infracción, deberá haber también constancia documental en el mismo, de que se informó a la AEAT. De esta forma el personal adscrito a  la Intervención General, comprobado el extremo de que se ha dado el debido cumplimiento a las obligaciones contenidas en el artículo 7 de la Ley 7/2012, podrá fiscalizar favorablemente el expediente de subvención en cuestión.

Por tanto este Centro Fiscal estima conveniente concluir la resolución de la discrepancia recordando que la Unidad Gestora deberá informar a la AEAT de todas las operaciones realizadas con pago en efectivo que supere los umbrales, y una vez realizada dicha comunicación se adjuntará al expediente la acreditación documental de que se ha producido, con objeto de que la Intervención pueda comprobar que se ha dado el debido cumplimiento a las previsiones del artículo 7 de la Ley 7/2014, tal y como se establece en el considerando IV de este Informe.
De conformidad con las consideraciones efectuadas, esta Intervención General 
RESUELVE

Rectificar, con los efectos previstos en el artículo 88.1.a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, los informes desfavorables formulados por la Intervención Delegada en la Consejería de Economía, Empleo y Hacienda, respecto de los expedientes acogidos a la Orden 32348/2014, de 29 de diciembre, en el sentido de considerar correctos los documentos acreditativos del pago en efectivo, por lo que procederá la fiscalización favorable del reconocimiento de la obligación, una vez comprobado que se ha dado el debido cumplimiento a las obligaciones de información contenidas en el artículo 7 de la Ley 7/2012.
� En aplicación de los artículos 9 y 10 del Acuerdo de 2 de octubre de 2014.


� El control del fraude fiscal exige tener un conocimiento aproximado del volumen de la llamada "economía informal", de modo que se pueda modular y restringir ésta en la medida de lo posible, incorporando instrumentos normativos y de control administrativo y privado que vayan dificultando su existencia.


Una de las características fundamentales de la denominada "economía informal", "economía sumergida", "economía subterránea", "shadow economy", "economía negra", etc., es la proliferación del pago de las transacciones económicas realizadas en la misma mediante dinero efectivo. 


Si la economía informal se ve facilitada por el flujo monetario, y por la realización de pagos en efectivo, todo aquello que limite o restrinja los mismos, dificultará su expansión e, indirectamente, las otras infracciones que nutren y se alimentan de la economía informal, caso del fraude tributario, también se verán dificultadas. 


La restricción a la realización de pagos en efectivo se ha llevado a cabo en numerosos países europeos entre los que se encuentran Italia, Francia,  Portugal, Bélgica, Polonia o Alemania, así como en varias naciones latinoamericanas.


� El legislador deja patente cuál es la finalidad de la Ley 7/2012, al manifestar en el apartado VI de su Exposición de Motivos, que responde a la preocupación por la "opacidad" de las transacciones realizadas en dinero en efectivo, ante las cuales las obligaciones de información, generalmente, de tipo tributario, resultan insuficientes y al hecho indudable de que las transacciones en efectivo suponen facilitar no sólo el fraude fiscal, sino otras conductas delictivas, empezando por el blanqueo de dinero.


� Artículo 4 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por  Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre.


� Artículo 6 y 7 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por  Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre.


� Ley 7/2012, de 29 de octubre, artículo 7.uno.1 “No podrán pagarse en efectivo las operaciones, en las que alguna de las partes intervinientes actúe en calidad de empresario o profesional, con un importe igual o superior a 2.500 euros o su contravalor en moneda extranjera.


No obstante, el citado importe será de 15.000 euros o su contravalor en moneda extranjera cuando el pagador sea una persona física que justifique que no tiene su domicilio fiscal en España y no actúe en calidad de empresario o profesional.”


� Así lo establece expresamente la Exposición de Motivos de Ley 7/2012.





� Se debe tener en cuenta a este respecto que el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, queda derogada, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición derogatoria única.2.e) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.





� La Ley establece la exigencia de conservar todos los justificantes tanto al pagador como al cobrador, con independencia de que actúen en calidad de profesionales o particulares.





� Anótese que tal concepto es más amplio que el clásico de "factura", medio de prueba primordial en el Ordenamiento Tributario, artículo 106 LGT e instrumento esencial en el funcionamiento del IVA.


� Este plazo supera el plazo de prescripción establecido en la normativa tributaria, que es de cuatro años. Por tanto, puede decirse, sin lugar a dudas, que se separa claramente la estructura de esta infracción administrativa de la regulación de las infracciones tributarias.





� Artículo 7.tres.2 de la Ley 7/2012. El legislador hace recaer la competencia en la AEAT porque se considera el órgano más apto tanto por su mayor eficacia, como porque estas operaciones de pago en efectivo están íntimamente relacionadas con los pagos en negro, tratando de ocultar rentas, valores o transacciones al Fisco. 





Las infracciones de esta naturaleza podrán surgir en cualquier procedimiento tributario, sea de gestión o de inspección tributaria, o de cualquier otro procedimiento administrativo en el que haya la obligatoriedad de justificar gastos y pagos (tramitación de expedientes de contratación sometidos a la LCSP, subvenciones, etc.).





Siendo así la peculiaridad de este procedimiento sancionador, su entrada en vigor exigió que se adoptaran medidas normativas encaminadas a la regulación organizativa, “ad intra”, de la propia AEAT, con la finalidad de que  se atribuyesen a sus diversos departamentos competencias en estos procedimientos sancionadores.





Como ejemplo podemos citar el BOE de 30 de noviembre de 2012, en el que se publican diferentes Resoluciones de la Presidencia de la AEAT donde se modifican normas de organización de varios departamentos de la AEAT. Se atribuyen tanto las competencias para iniciar los procedimientos infractores, como para sancionar los mismos, y también las necesarias para resolver los recursos de alzada que puedan interponerse contra las infracciones correspondientes.


� Debemos abordar si los recibos de pago en efectivo por importe superior a los umbrales son válidos y producen efectos en jurídicos, económicos, contables, tributarios, etc





� En Italia el artículo 49.1, del Dlgs 231/2007, modificado por el artículo 12 del Dl 201/2011. En Portugal el artículo  63-C del D.L. 398/98, de 12 de Diciembre (General Tax Law), modificado por la Ley 20/2012, 14 de mayo. En Francia  Articles D112-3 et D112-4 (code monétaire et financier) - Article 1840 J (code général des impôts - sanction : up to 5% of the amount paid if it is higher than the authorized limit)





� Con independencia de que se trate de contratos sometidos a la LCSP, o no, salvo que las normas específicas de aplicación contengan alguna regulación concreta y distinta cuya aplicación sea preferente.





� Ya sea para ser utilizados en la fase de instrucción, en la de concesión o en la de pago.


�Aprobado por  Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.





� En dicha normativa, no se exige que la justificación del pago deba realizarse a través de operación bancaria.


� No se hace en la Ley 7/2012 distinción alguna respecto a la Administración a que dichos funcionarios pertenezcan, luego todos deberán observar el mismo comportamiento.
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